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León, Guanajuato, a 28 veintiocho de octubre del año 2011, dos mil once. .  . 


V I S T O para resolver el expediente número 329/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano ENRIQUE MÉNDEZ GÓMEZ, en contra de la Directora General de Ingresos y del Director de Ejecución, ambos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que el actor impugna el mandamiento de ejecución de fecha 15 quince de agosto del año 2011, dos mil once, relativo al crédito fiscal número 6735182371 347, por la cantidad de $22,287.00 (veintidós mil, doscientos ochenta y siete pesos 00/100 moneda nacional) y el acta de embargo levantada el día 29 veintinueve del mismo mes y año; la existencia de dichos actos se acredita en autos con la copia al carbón del referido documento que obra en el sumario y con el reconocimiento que hace la Directora General de Ingresos en la contestación de la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en estos artículos, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, el juzgador con las facultades que le confiere la última parte del citado artículo 261, de manera oficiosa determina que respecto al Director de Ejecución se ACTUALIZA la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en merito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El artículo 261, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece: . . . . . . . . . 

“Artículo 261. El proceso administrativo es improcedente contra actos o resoluciones:

VI.- Que sean inexistentes, derivada claramente esta circunstancia de las constancias de autos;”
Esta fracción contempla la improcedencia del proceso administrativo cuando no se acredita la existencia del acto impugnado, de ahí, resulta que en principio la parte actora tiene la carga de la prueba para demostrar la existencia del acto que impugna, sin embargo, es el caso que el mandamiento de ejecución impugnado esta emitido por la Directora General de Ingresos y el acta de embargo combatida fue levantada por el Ministro Ejecutor; de esta manera, respecto al Director de Ejecución no está acreditada la existencia del acto impugnado, en consecuencia, la pretensión del actor carece de materia sobre la que este Órgano Jurisdiccional pueda pronunciarse, pues, resulta imposible entrar al análisis de un acto inexistente, por tal virtud se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, siendo procedente declarar el sobreseimiento de este proceso administrativo, únicamente respecto al  Director de Ejecución, de acuerdo a lo señalado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Directora General de Ingresos en su contestación aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el actor carece de interés jurídico y no le cusa perjuicio alguno, ya que al haber obtenido un beneficio y plusvalía su propiedad, no debe considerarse como un acto violatorio de sus derechos, sino como benéfico para sus intereses y por ende legal. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que el ciudadano Enrique Méndez Gómez, es el destinatario del mandamiento de ejecución combatido y por consecuencia tiene el carácter de sujeto pasivo en la Contribución por Ejecución de Obras Públicas y si se encuentra obligado al pago de ésta, entonces tiene derechos tutelados a su favor en las normas jurídicas de la Ley de Hacienda para los Municipios de León, Guanajuato, esto es así, ya que en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica; al respecto resulta aplicable el criterio sostenido por la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 146 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: “INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.-  En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.). Bajo esta tesitura, la afectación al interés jurídico es sobre los derechos y no deviene de la no recepción de beneficios que arroje el acto combatido, por ello, la afectación o no al interés jurídico de la parte actora, se determinará en al siguiente considerando. . . . . 
Asimismo, la Directora General de Ingresos en su contestación en lo esencial aduce que se actualiza la causal de improcedencia establecida en el artículo 261, fracción VII, toda vez que los agravios son inoperantes; sigue manifestando que la demanda no contiene ataque alguno a los motivos y fundamentos que la autoridad realizó para determinar el cobro. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en razón de que analizando el escrito de contestación se advierte que la parte actora, conforme a la técnica jurídica sí expresa conceptos de impugnación, puesto que aduce razonamientos lógicos y jurídicos tendentes a desvirtuar la legalidad de los actos impugnados y además indica los preceptos legales que estima violados en su perjuicio, manifestando las razones del por qué se da la vulneración de esos preceptos, amén de que es clara la causa de pedir. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Directora General de Ingresos, en su contestación también aduce que el acto impugnado fue expresamente consentido por el actor y tomando en consideración el sentido de esta argumentación, se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que el artículo 241, fracción III, del mismo Código, es aplicable al recurso de inconformidad, pero no al proceso administrativo. Causal de improcedencia que no se CONFIGURA, toda vez que en las constancias que integran el expediente que se resuelve, no obra ninguna manifestación expresa que entrañe el consentimiento de los actos impugnados; amén de que, el mandamiento de ejecución no tiene su origen en una multa y sobre el particular se aclara que no deben confundirse las causas de improcedencia del juicio, con los elementos de validez del acto combatido. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261 y en el siguiente considerando se abordará el estudio de los conceptos de impugnación que hizo valer la actora en su demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en el cuarto hecho de la demanda el actor en esencia aduce 

que el acto combatido se expidió en contravención del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que se expidió sin contener la firma autógrafa del servidor público que lo expide, por lo que carece de elementos de validez; sigue manifestando, que el artículo 137, fracción V, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, concede a quienes promueven un proceso contencioso administrativo, un derecho subjetivo, precepto que ordena: “ARTÍCULO 137. Son elementos de validez del acto administrativo: V.- … contener la firma autógrafa o electrónica del servidor público, …” , la autoridad que expide el acto no cumple la Ley. En tanto, que la Directora General de Ingresos en su contestación aduce en esencia que resulta ineficaz la argumentación del actor, pues en el mandamiento de ejecución consta su firma de autorización y legitimación para actuar en la forma en que lo hace. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta parcialmente FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto es cierto, que en el mandamiento de ejecución de fecha 15 quince de agosto del año 2011, dos mil once, se advierte a simple vista que carece de firma autógrafa, por tanto, a este acto fiscal le falta un requisito esencial, como lo es la firma de puño y letra de la Directora General de Ingresos, que fue quien lo emitió; pues, la firma autógrafa constituye un requisito esencial de validez del acto fiscal impugnado, de acuerdo a lo señalado por el artículo 137 fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dado que a través de la firma se expresa la voluntad de la autoridad municipal, en consecuencia, la exteriorización del acto con firma facsimilar, crea un acto de molestia que afecta la esfera jurídica del actor, en virtud de que no está revestido de todos y cada uno de los elementos de validez exigidos por el citado artículo 137. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sustentado en jurisprudencia por contradicción de tesis, por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo el rubro: “FIRMA FACSIMILAR. DOCUMENTOS PARA LA NOTIFICACION DE CRÉDITOS FISCALES.  Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido reiteradamente el criterio de que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, para que un mandamiento de autoridad esté fundado y motivado, debe constar en el documento la firma autógrafa del servidor público que lo expida y no un facsímil, por consiguiente, tratándose de un cobro fiscal, el documento que se entregue al causante para efectos de notificación debe contener la firma autógrafa, ya que ésta es un signo gráfico que da validez a los actos de autoridad, razón por la cual debe estimarse que no es válida la firma facsimilar que ostente el referido mandamiento de autoridad.” Octava Época, Instancia: Segunda Sala,  Fuente:   Gaceta del  Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 56,  Agosto de 

1992, Tesis: 2a./J. 2/92, visible a página: 15. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En consecuencia, el mandamiento de ejecución impugnado, es ilegal, ya que carece de un elemento de validez como lo es la firma autógrafa de la Directora General de Ingresos; por tanto, no cumple con el elemento de validez exigido por el artículo 137, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, pues la firma autógrafa constituye un elemento que le da forma y validez al acto fiscal impugnado, omisión que desvirtúa la presunción de legalidad del referido mandamiento de ejecución; por consiguiente, si este elemento le da seguridad jurídica al particular, entonces su omisión crea una molestia y constituye la existencia de un vicio de naturaleza formal, el que de acuerdo a lo establecido por el artículo 143 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa del Estado y los Municipios de Guanajuato, produce la nulidad del mandamiento de ejecución combatido en este Juicio. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, en el procedimiento administrativo de ejecución, el mandamiento de ejecución es un acto previo al acta de embargo, por tal razón este último es consecuencia del acto afectado de nulidad, siendo evidente que el primero tiene el carácter de acto principal y el segundo de accesorio; no existiendo impedimento para declarar la nulidad del acta de embargo impugnada, por su origen, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . .  
Por consiguiente, la ilegalidad de los actos combatidos, emanada de un vicio de carácter formal, causa un perjuicio de manera directa e inmediata en la esfera de derechos de la parte actora, por ende, se vulneran en su perjuicio los artículos 137, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa del Estado y los Municipios de Guanajuato y 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por lo que conforme a lo estipulado por el artículo 300, fracción II, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la NULIDAD lisa y llana del mandamiento de ejecución de fecha 15 quince de agosto del año 2011, dos mil once, relativo al crédito fiscal número 6735182371 347, por la cantidad de $22,287.00 (veintidós mil, doscientos ochenta y siete pesos 00/100 moneda nacional) y de su acto consecuente como lo es el acta de embargo levantada el día 29 veintinueve del mismo mes y año. Lo anterior, sin perjuicio de que la autoridad fiscal pueda emitir otro u otros actos, de conformidad con lo establecido por el artículo 143 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Conforme a lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 143, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del mandamiento de ejecución de fecha 15 quince de agosto del año 2011, dos mil once, relativo al crédito fiscal número 6735182371 347, por la cantidad de $22,287.00 (veintidós mil, doscientos ochenta y siete pesos 00/100 moneda nacional) y de su acto consecuente como lo es el acta de embargo levantada el día 29 veintinueve del mismo mes y año; lo anterior, por las razones expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . .  . 

Así lo resolvió y firma en 5 cinco tantos el Licenciado ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada MA. TERESA ALFEREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL DIA 28  DE OCTUBRE DEL 2011, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 329/2011-JN.

